EL REFERENDUM LOCAL EN ESPANA *

Tomis Font 1 LLOVET

1. La institucién del referéndum o consulta popular en el dmbito local
tiene una cierta tradicién en el ordenamiento espafiol. Asi, el Real Decreto
de 25 de noviembre de 1897, regulador de la autonomia de las islas de Cuba
y Puerto Rico, establecié en el articulo 69 un primer supuesto de referén-
dum preceptivo para dar fuerza ejecutiva a determinados acuerdos municipa-
les. Los proyectos de legislacién local general de 1907 y 1912, que no llega-
ron a aprobarse, regularon especificamente el referéndum municipal.

2. El Estatuto Municipal de 1924, promulgado durante la Dictadura
de Primo de Rivera, contempla ampliamente el referéndum local (arts. 219
a 225). Segun esta normativa, cualquier acuerdo que tenga «notoria trascen-
dencia para los intereses comunales» puede ser sometido a referéndum, a
iniciativa de 34 de los concejales o del 5 % de los electores del municipio
(referéndum facultativo). Ademds, la ley sefiala determinados supuestos, por
razén de la materia, en los que es obligatorio acudir al referéndum (referén.
dum preceptivo). En todo caso el referéndum es de ratificacién o de revocacién,
es decir, posterior a la adopcién del acuerdo por el Ayuntamiento pero ante-
rior a su ejecucion, Para que el acuerdo sometido a referéndum sea ratificado,
es preciso el voto favorable de la mayoria de los votantes, que represente,
ademds, 1/3 del total de los electores inscritos en el municipio. Mencién
aparte merece la posibilidad de que el alcalde sea sustituido por medio de refe-
réndum (revocacién de mandato o recall, art. 102).

3. La Ley Municipal republicana de 1935 (arts. 89 a 97) es mds res-
trictiva. Asi, la solicitud del referéndum facultativo debe estar suscrita por
el 20 % de los electores, se limitan. a muy pocos los casos de referéndum
preceptivo y, en fin, para que el acuerdo sometido a referéndum sea revocado
es preciso el voto desfavorable de la mayoria absoluta de todos los electores
inscritos.

4. La regulacién mis completa del referéndum municipal y de otras
instituciones préximas a €l es la contenida en la Ley Municipal de Catalufia,
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que habia sido aprobada anteriormente, en 1933, por el Patlamento de esta
regién auténoma. Esta ley contempla cuatro figuras distintas.

En primer lugat, se regula el referéndum de ratificacién o de revocacién
de acuerdos, que es obligatorio sélo en tres supuestos {arts. 3, 14 y 209} y
facultativo en otras materias prefijadas (arts. 150 a 157), para cuya celebracién
se exige la solicitud por la mayoria absoluta de los concejales o el 20 % de
los electores en unos casos, siendo suficiente la peticién del 5 % de éstos en
otros supuestos. El acuerdo sometido a referéndum sélo es revocado si vota
negativamente la mayoria absoluta de los votantes, que represente, al menos,
el 30 9 de los electores.

Institucién distinta de la anterior es la consulta popular. Por decisién
de Ja mayoria absoluta del Ayuntamiento, puede ser sometida a consulta del
pueblo cualquier cuestién relativa al municipio antes de adoptar ningiin acuer-
do sobre la misma, Una vez celebrada la consulta, el Ayuntamiento debers
atenerse al resultado (art. 148). Es decir, la consulta popular es previa, fa-
cultativa y vinculante.

En tercer lugar, la ley catalana regula el derecho de iniciativa popular
(art. 147) para proponer al Ayuntamiento la adopcién de disposiciones o
acuerdos. Si la propuesta es suscrita por el 5 % de los vecinos, el Ayuntamien-
to queda obligado a tomar una resolucién. En el caso de que esta resolucién
rechace o modifique la propuesta formulada, puede ser sometida a referéndum
a solicitud del 25 % de los electores, aunque se trate de una materia para la
cual no esté previsto el referéndum.

En fin, se establece la revocacion del mandato por voto popular, a so-
licitud de la cuarta parte de los electores. La revocacién afecta globalmente
a la totalidad de los consejeros, es decir, al Ayuntamiento en pleno, y no

puede dirigirse Gnicamente contra el alcalde o un concejal determinado.
1

5. La legislacién franquista desconoce absolutamente cualquier elemen-
to democrdtico dentro del régimen local. Unicamente subsiste, como institu-
cién residual, el sistema de concejo abierto, consistente en que el gobierno
municipal corresponde al alcalde y a una asamblea vecinal formada por Ia
totalidad de los vecinos. Es una figura consuetudinaria y de escasa aplicacién
gue, no obstante, todavia pervive en la actualidad en algunos pequeiios mu-
nicipios rurales.

6. El ordenamiento democritico derivado de la Constitucién de 1978
abre de nuevo la posibilidad de introducir la institucién del referéndum en el
dmbito local. No obstante, las previsiones normativas en tal sentido son
todavia escasas y no son, precisamente, muy generosas.

La Ley orgdnica 2/1980, de 18 de enero, reguladora de las distintas
modalidades de referéndum previstas en la Constitucién, excluye de su émbito,
de forma expresa, el referéndum local, La Disposicién Adicional de la Ley
dice asi:

«Las disposiciones de la presente ley no alcanzan en su regulacién a las
consultas populares que puedan celebrarse por los Ayuntamientos, relativas a
asuntos relevantes de indole municipal, en sus respectivos territotio, de acuet-
do con la legislacién de Régimen Local, y a salvo, en todo caso, la competen-
cia exclusiva del Estado para su autorizacién.»
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La disciplina del referéndum local parece, pues, que se encuentra a caballo
entre la materia propia del régimen local, a cuya legislacién se remite, y la
regulacién general del referéndum, puesto que la autorizacién de su convo-
catoria por el Gobierno central, a que alude el precepto transcrito, responde
a esa regulacién general (art. 2.2 de la citada Ley orgdnica 2/1980).

7. La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen
Local (LBRL), constituye el marco legislativo fundamental de las autonomias
locales y contiene los principios bésicos que pueden ser desarrollados por las
leyes de las Comunidades Auténomas que tengan atribuida la competencia
correspondiente. Esto significa que las Comunidades Auténomas, de acuerdo
con sus Estatutos de Autonomia, van a tener una importante intervencién
en la regulacién del referéndum municipal.

El articulo 71 de la LBRL se refiere expresamente al referéndum muni-
cipal en los siguientes términos:

«De conformidad con la legislacién del Estado y de la Comunidad Auté-
noma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente atribuida para ello, los
Alcaldes, previo acuerdo por mayoria absoluta del Pleno y autorizacién del
Gobierno de la Nacién, podrin someter a consulta popular aquellos asuntos
de la competencia propia municipal y de cardcter local qué sean de especial
relevancia para los intereses de los vecinos, con excepcidn de los relativos a la
Hacienda local.» :

8. En el precepto transcrito se contiene la disciplina bésica sobre la
institucién del referéndum municipal, que deberd ser respetada por las leyes
autonémicas que la desarrollen. En relacién con ella, cabe destacar las si-
guientes cuestiones:

1) La consulta es siempre facultativa y no se prevé en la Ley ningin
supuesto de referéndum preceptivo u obligatorio por razén de la materia.

2} Los asuntos sometidos a consulta popular deben reunir las siguientes
condiciones: #) Ser de la competencia propia municipal y de cardcter local,
por lo que parece que se excluye el referéndum en aquellas materias sobre las
que el municipio sélo ostente competencias delegadas por una Administracién
superior: Estado, Comunidad Auténoma, Provincia (art, 27 LBRL), b) Debe
tratarse de asuntos de especial relevancia para los vecinos, correspondiendo
al Ayuntamiento apreciar esta circunstancia en el momento de acordar la con-
vocatoria. ¢) No versar sobre materias relativas a la Hacienda local.

3) El procedimiento a seguir es el siguiente: acuerdo por mayoria ab-
soluta del Pleno del Ayuntamiento, autorizacién del Gobierno de la Nacién
y convocatoria del Alcalde. Sobre el régimen procedimental pueden sefialarse
algunos aspectos: a) No se regula la posible iniciativa o solicitud del referén-
dum por los ciudadanos. %) La autorizacién del Gobierno de la Nacién deriva
del art. 149.1.32 de la Constitucién, que atribuye al Estado la competencia
exclusiva de «autorizacién para la convocatoria de consultas populares por
via de referéndum», y de lo dispuesto en la Ley Orgdnica 2/1980 antes citada,
siendo la primera vez en la legislacién espafiola que se impone una interven-
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cién de la Administracién central de esta naturaleza, en una materia que es
tipicamente local. ¢) Tampoco se regula el régimen de mayorias, ya sea res-
pecto del ndmero total de los electores o bien respecto del nimero de los
votantes, para entender aceptada o rechazada la consulta.

4) No se establece con claridad si se trata de una consulta previa a la
adopcién de un determinado acuerdo por el Ayuntamiento o bien de un refe-
réndum posterior de ratificacién o de revocacién de un acuerdo municipal ya
adoptado y pendiente de ejecucién. Ciertamente, el articulo 71 de la LBRL
que hemos transcrito dice que se pueden someter a consulta «asuntos» de
competencia municipal, y no «acuerdos» de la Corporacién local, pero ello
no es suficiente para entender prohibido el referéndum de ratificacién o de
revocacién,

5) En el caso de que se entienda que la consulta debe ser previa a la
adopcién del acuerdo, tampoco se dispone si el resultado de la consulta ten-
drd cardcter vinculante para el Ayuntamiento o no. La misma Ley, no obs-
tante, establece en su art. 69.2 que cualquier forma de participacién ciudadana
en la vida local no podré en ningiin caso menoscabar las facultades de decisién
que corresponden a los drganos representativos de las Corporaciones locales. Si
se considerara que ello impide dar fuerza vinculante a las consultas locales,
deberia entenderse, l6gicamente, que el referéndum tampoco podri ser nunca
de ratificacién o de revocacién de un acuerdo local, o que, de serlo, no pro-
ducird efectos juridicos inmediatos.

6) La Ley no regula otras instituciones préximas al referéndum o con-
sulta, como pueden ser la iniciativa popular y la revocacién de mandato.
a) Respecto de la iniciativa popular para la adopcién de acuerdos por el
Ayuntamiento, el art. 69 de la ley tinicamente dispone que las Corporaciones
locales deben facilitar la participacién ciudadana y que serdn las normas de
autoorganizacién de cada municipio las que regulen las formas, medios y pro-
cedimientos de participacién. &) La revocacién del mandato del alcalde por
voto popular parece estar excluida por la Ley orgénica 5/1985, de 15 de
junio, del Régimen Electoral General, puesto que su art. 197 sélo prevé la
destitucién del alcalde a través de la mocién de censura adoptada por la ma-
yoria absoluta de los concejales.

9. De todo lo expuesto cabe concluir que la legislacién local general
vigente no s6lo es excesivamente genérica y ambigua, sino que denota una
cierta desconfianza hacia cualquier instrumento de democracia directa. A pe-
sar de ello, las insuficiencias observadas pueden ser mejoradas sustancial-
mente.

En efecto, ya se ha sefialado que las Comunidades Auténomas pueden
concurrir con su propia legislacién a desarrollar y completar la regulacién
inicial contenida en la LBRL. Con distintas formulaciones, intensidad y lapso
temporal, asumen competencia legislativa sobre la materia de consultas popu-
lares municipales los Estatutos de Autonomia de Catalufia (art. 10.2), Anda-
fucfa (art. 15.2), Asturias {art. 13.1, n), Murcia (art. 13.1, p), Comunidad Va-
lenciana (art, 32.8), Canarias (art. 31.3) y Extremadura (art. 10.1, e).
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Hay que entender, no obstante, que no es necesario que los Estatutos
contengan una referencia expresa a la materia «consultas populares», siendo
suficiente que la Comunidad Auténoma ostente competencias en la materia
de «régimen local» para poder legislar sobre el referéndum municipal, Audn
mis, siguiendo una cierta jurisprudencia del Tribunal Constitucional, la2 com-
petencia autondémica sobre «régimen juridico de las Administraciones publi-
cas» debiera ser titulp bastante para poder legislar sobre el tema de las con-
sultas populares municipales,

En definitiva, la configuracién completa del régimen del referéndum en
el dmbito local va a depender en gran parte del desarrollo que realicen las
Comunidades Auténomas y las propias Corporaciones locales en uso de su
potestad de autoorganizacién. El espacio abierto por la Ley estatal es lo sufi-
cientemente amplio como para permitir, dentro de los limites sefialados, la
implantacién progresiva del referéndum popular en las instituciones locales
espafiolas,








